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PRÓLOGO

En una revisión historiográfica efectuada en 1998 por
Juan Luis Guereña, se decía que la historia de la educación
secundaria en España había constituido el «pariente pobre»
de la investigación histórico-educativa durante la década de
los ochenta del siglo XX, frente a la pujanza de los estudios
sobre, por ejemplo, los procesos de escolarización y
alfabetización o la historia de las universidades.1 Cuatro
años antes, Ruiz Berrio, al analizar lo publicado desde 1982
a 1993, ambos años incluidos, en relación con la historia de
la escuela pública en España, consideraba la historia de la
educación secundaria como un campo «novedoso en
nuestra historiografía educativa» que estaba llamado a ser
un «tema estrella» en el próximo decenio.2 El tiempo parece
haberle dado la razón, al menos desde un punto de vista
cuantitativo. En un trabajo de inminente publicación sobre
la evolución y las tendencias historiográficas en las tres
últimas décadas -desde 1981 al 2009, ambos años
incluidos- en relación con la historia de la educación
secundaria en España,3 se recopilan algo más de
ochocientos títulos entre artículos, libros y capítulos de
libros sobre el tema, a los que habría que añadir, al menos
por su relevancia, algún título más aparecido en el año
2010.

Una buena parte de esta producción, siquiera por razones
conmemorativas, corresponde a trabajos sobre la historia de
establecimientos educativos concretos, públicos o privados.



Estas historias institucionales suelen matizar y concretar, en
un caso específico, lo que la historiografía viene
manteniendo, desde una perspectiva general, sobre la
génesis y evolución posterior, hasta nuestros días, de lo que
hoy llamamos educación secundaria y que en otros
momentos recibió los nombres de segunda enseñanza,
enseñanza media o bachillerato. A esta amplia serie de
historias institucionales viene a sumarse el libro de Carles
Sirera. Sin embargo, a diferencia de la práctica totalidad de
ellas y de otras obras de enfoque más general, en ésta no
siempre se confirman o matizan -más bien se ponen en
cuestión- algunos de los supuestos que los historiadores del
tema hemos mantenido en alguna ocasión en relación con
dichas génesis y evolución.

El libro de Carles Sirera entronca tanto con la historia
sociocultural como con la ideológica y política. En último
término, conecta liberalismo y segunda enseñanza. Versa
sobre la segunda enseñanza, en su doble versión -inestable
y conflictiva- como bachillerato clásico y estudios de
aplicación. Un nivel educativo creado por el régimen liberal
o, si se prefiere -de ahí el título de la obra-, una enseñanza
media para las nuevas clases medias. Al mismo tiempo, se
trata, como se ha dicho, de una historia institucional, de una
historia del Instituto de segunda enseñanza de Valencia en
sus relaciones con otras instituciones educativas, públicas o
privadas, y con la sociedad valenciana de la segunda mitad
del siglo XIX. Combina, por ello, el análisis de la intra o
microhistoria -micropolítica- del Instituto -organización
interna, conflictos, tensiones, vida cotidiana, continuidades,
cambios- con el de sus relaciones con el entorno social,
político y cultural.

Quienes lean el libro destacarán en él, según sus
intereses y puntos de vista, unos u otros aspectos. A mi
juicio, son relevantes, entre otros, las páginas dedicadas a
la composición social y las estrategias académicas del
alumnado, al profesorado como grupo profesional -carreras



docentes, espíritu de cuerpo, imagen pública, conflictos
internos, asociacionismo, atención especial a los sustitutos y
auxiliares-, a la enseñanza no oficial y al currículum, es
decir, a los contenidos enseñados, exámenes, métodos,
distribución del tiempo, etc. Asimismo, su lectura revela la
importancia del Sexenio democrático (1868-1874) en
nuestra educación secundaria. Un aspecto puesto también
de relieve en una obra reciente sobre el Instituto madrileño
del Noviciado -Cardenal Cisneros desde 1877- en cuanto
laboratorio de ensayo de las fracasadas reformas de la
segunda enseñanza, intentadas por los krausistas en 1869 y
1873.4 En la segunda enseñanza, como en tantos otros
aspectos y cuestiones, hay un antes y un después del
Sexenio.

Con independencia de ello, el libro de Carles Sirera
constituye un análisis institucional concreto de la aplicación
de las reformas, los planes de estudio y las disposiciones
legales lanzadas o aprobadas en relación con la enseñanza
media en la España de la segunda mitad del siglo XIX.
Proporciona esa visión necesaria, en un caso determinado,
de los procesos de adaptación, reinterpretación y
modificación que implica la aplicación de las reformas y la
legislación educativa en un establecimiento y entomo
determinados. Además, desde esta perspectiva institucional
concreta, cuestiona y fuerza a repensar algunos de los
clichés y «verdades» admitidos y repetidos hasta ahora por
la historiografía del bachillerato tradicional o de elite en
relación con su carácter, sus destinatarios y su naturaleza
dentro del sistema educativo.

Así, frente a la idea generalmente mantenida de un bajo
porcentaje de fracaso escolar o alta eficacia interna de
dicho bachillerato, Sirera sostiene que ello puede ser cierto
si nos referimos al porcentaje de suspensos -un porcentaje
que desciende a lo largo del período estudiado- a causa de
la presión social y familiar, pero no lo es si dicho porcentaje



tiene en cuenta los abandonos producidos por la larga
duración del bachillerato y por causas personales o
infortunios familiares.

Así mismo, frente a quienes afirman -y hemos afirmado-
que el bachillerato, por su carácter propedéutico, se
cursaba por lo general para acceder a los estudios
universitarios, Sirera indica que ello sólo era así en el 35-
40% de quienes obtenían el título de bachiller. A su juicio,
pues, el bachillerato era un nivel educativo con entidad
propia, claramente separado de la universidad y no su
simple antesala.

Item más, tampoco parece ser cierto que el bachillerato
se cursaba sólo con vistas a la obtención del título de
bachiller: un buen número (el 35%) de los que finalizaban
sus estudios no abonaban los derechos para la obtención de
dicho título. Como tampoco puede decirse, según su
análisis, que quienes cursaban estudios de aplicación o
técnicos -comercio, agricultura, industria-, en el Instituto o
fuera de este, pertenecían a clases o grupos sociales
inferiores a quienes seguían el bachillerato clásico: ambos
tipos de estudios ofrecían un alumnado de composición
social similar. Por otra parte, no está de más señalar, en
relación con este punto, que la explicación de la inexistencia
en la España del siglo XIX de un bachillerato moderno o
técnico, similar a los implantados en Francia y Alemania, o
del fracaso de los intentos de implantarlo, radica para Sirera
en la insuficiencia y debilidad, en el caso español, de la
enseñanza primaria superior.

Por último, la tesis cuestiona -y este es el punto clave-
otra idea asimismo generalizada: el carácter selectivo,
elitista y restringido a las clases altas y medias-altas del
bachillerato. En el caso valenciano, nos dice Sirera, el
bachillerato constituía un espacio desde luego masculino,
pero inclusivo y heterogéneo, que ofrecía un espectro social
casi omnicomprensivo. En consecuencia, según sus
palabras, no se puede afirmar que el título de Bachiller



fuese un grado académico destinado exclusivamente, o
principalmente, a las clases media y alta. No sólo no
existían prácticas intencionadamente discriminatorias en su
admisión, nos dice, sino que el fracaso escolar estaba
transversalmente distribuido y más del 33% de los jóvenes
que lograron titularse provenían de estratos familiares de
clase media-baja.

Estas últimas afirmaciones, acordes con la imagen
interclasista que ofrecía el Instituto de sí mismo en sus
Memorias, plantean la necesidad de llevar a cabo análisis
semejantes en otros institutos de la época con el fin de
saber si el caso valenciano es la norma general o una
excepción. Con independencia de ello, la cuestión planteada
nos remite a otras no menos debatidas: la de la extensión
de las clases medias en la España de la segunda mitad del
siglo XIX, qué es lo que hay que entender por el cambiante
y polivalente concepto de clase o clases medias -no es
casualidad que «el primer uso conocido de esta expresión
en nuestra lengua», efectuado por Marchena en 1792, esté
ligado a la educación-5 y cómo cuantificar la composición
social de la población estudiantil, temas todos ellos a los
que Sirera se enfrenta en este libro a partir del análisis,
documentado y riguroso, de una institución educativa
concreta. Ello hace que su obra constituya, al mismo
tiempo, el germen de un debate de amplia relevancia
histórica, cultural, política y educativa, y una referencia
obligada para cuantos se acerquen en el futuro a estas
cuestiones.

ANTONIO VIÑAO
Universidad de Murcia
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INTRODUCCIÓN

ESTADO DE LA CUESTIÓN

La Historia es, sin lugar a dudas, una disciplina
inconmensurable de contornos difíciles de delimitar. Por
esta razón, su estudio suele fragmentarse en áreas
temáticas que resisten, con mejor o peor fortuna, su
deslinde del marco cronológico o de temáticas análogas.
Igualmente, la Educación es un concepto vago que
comprende tanto la institucionalización de los procesos de
aprendizaje como la transmisión informal de conocimientos
y valores compartidos por una sociedad. Es decir, su análisis
puede centrarse en la constitución y funcionamiento de los
establecimientos educativos, en las dinámicas sociales que
se configuran tanto en su interior como a su alrededor o en
las disputas ideológicas que condicionan la construcción de
los sistema educativos sustentados por una autoridad
central.

En consecuencia, la historia de la educación, si no se
restringe su objeto de estudio con una metodología
cuantitativa que sólo pondere las tasas de escolarización o
el gasto total destinado a la Instrucción Pública, deviene en
historia sociocultural en el sentido más amplio, porque los
procesos de escolarización o la codificación de la ciencia y
la cultura son prácticas sociales que no pueden acotarse
como parcelas separadas de los enfrentamientos políticos o
de las condiciones materiales de vida de la población.1



No obstante, los historiadores sociales, económicos o
políticos limitan su interés hacia la historia de la educación
al empleo genérico de las tasas de analfabetismo como un
indicador cuantitativo útil para visualizar el grado de
crecimiento económico alcanzado, el desarrollo de la
Administración pública o la difusión del nacionalismo, el
catolicismo o el liberalismo. Este uso completamente válido
desatiende, empero, todo el conjunto de relaciones
institucionales e informales que produce el sistema
educativo y el papel de mediación que tiene éste entre el
Estado y la sociedad. El uso de estos porcentajes sin
contextualizar se transforma, involuntariamente, en un
exceso sintetizador que desdibuja toda la problemática que
los sistemas educativos acarrean al reducirlos únicamente
al grado de eficiencia de la Instrucción Primaria.

En este sentido, se debe señalar que, en el contexto
académico español, hasta la década de 1980 no se
publicaron tesis doctorales que tuviesen como objeto de
estudio claramente diferenciado la enseñanza media. La
primera obra destacada fue Política y educación en los
orígenes de la España contemporánea, de Antonio Viñao
Frago, estudio que hacía una radiografía pormenorizada del
marco intelectual que dio origen a las leyes y decretos que
edificaron el modelo liberal de Instrucción Pública en
España.2 A este esperanzador inicio le siguió La Segunda
Enseñanza Oficial en el Siglo XIX, de Federico Sanz Díaz,
que trataba, principalmente, la constitución de la Dirección
General de Instrucción Pública y los debates educativos
producidos durante el Sexenio democrático.3 Finalmente,
Evolución y desarrollo de la Enseñanza Media en España de
1875 a 1930. Un conflicto político-pedagógico, de Emilio
Díaz de la Guardia, culminaba y completaba los trabajos
anteriores, al recoger y analizar las controversias
legislativas e ideológicas suscitadas por las reformas



educativas que se promovieron desde los inicios de la
Restauración hasta el estallido de la Guerra Civil.4

Sin embargo, en años posteriores este prometedor
comienzo no disfrutó de una atención continuada y, en
consecuencia, el bachillerato y los estudios técnicos en el
siglo XIX han sido progresivamente relegados a un papel
mucho más marginal dentro de las preocupaciones
historiográficas, a pesar de que los contenidos curriculares
de la enseñanza media decimonónica sí han generado una
bibliografía más considerable sobre el avance de la cultura
científica entre los sectores instruidos de la sociedad. Por
otro lado, la codificación de la historia como una disciplina
académica propia de los institutos de secundaria sí ha sido
analizada desde una perspectiva cuantitativa y crítica por
historiadores como Ignacio Peiró, Joaquín García Puchol o
Raimundo Cuesta,5 con el propósito de profundizar en el
debate sobre la tesis de la débil nacionalización española y
su relación con los sistemas educativos.

En definitiva, a día de hoy la enseñanza media
permanece como un objeto de estudio relegado del primer
plano de las preocupaciones de la historiografía española.
Olvidada entre el marasmo de especialistas generado por la
excesiva segmentación y compartimentación de la disciplina
histórica, sólo ha merecido en los últimos años
aproximaciones parciales poco ambiciosas en sus
planteamientos. Por esta razón, la bibliografía existente
sobre el funcionamiento cotidiano de los institutos
provinciales, así como sobre su significado y realidad social,
es todavía demasiado fragmentaria y parcial como para
establecer un cuadro de conjunto riguroso y extenso. Desde
el punto de vista temporal, las cronologías difieren
considerablemente en sus inicios o finales y desde una
óptica territorial no se ha seguido ninguna pauta coherente
para organizar o priorizar los institutos de las ciudades más
relevantes. Mientras que los sistemas educativos de países



como Francia, Alemania e Inglaterra fueron estudiados hace
más de veinte años en obras de síntesis como las de Fritz K.
Ringer o Detlef K. Müller,6 el sistema educativo liberal
decimonónico en España ha recibido una atención
demasiado desigual para poder incorporarse a una
comparativa europea fructífera, especialmente en todo lo
relativo a la enseñanza media, que, paradójicamente, es el
tema central de los estudios antes citados.

OBJETO DE ESTUDIO Y METODOLOGÍA

El presente trabajo es una investigación de historia
sociocultural. Su objeto preferente de interés no son las
cuestiones vinculadas con el desarrollo de la pedagogía
escolar, los currículum académicos o la práctica docente,
sino las relaciones que se establecieron entre el Estado y la
sociedad valenciana en la segunda mitad del siglo XIX
mediante el sistema educativo oficial. Nuestro estudio está
enfocado, especialmente, a lograr un mejor conocimiento
del papel desempeñado por la enseñanza media en el
proceso de configuración y definición de las clases medias.
Como es obvio, los planes de estudio y sus contenidos son
elementos relevantes para este fin, pero tienen una
importancia secundaria en comparación con cuestiones
relativas a la constitución de las clases medias, como los
orígenes sociales del alumnado y sus profesores, sus
planteamientos ideológicos o sus comportamientos
políticos.

Nuestra base documental principal proviene del Instituto
Provincial de Enseñanza Media de Valencia: una institución
claramente delimitada con competencias propias y personal
asociado, cuyas relaciones con la sociedad civil e instancias
administrativas superiores o subordinadas estaban fijadas
por las normativas vigentes. Por otro lado, nuestro marco



cronológico preferente es el periodo 1859-1902, aunque en
algunos casos ha sido inevitable trascender estos límites
temporales. En un primer momento, puede parecer
inadecuado establecer el inicio en el año 1859, porque el
instituto fue creado en virtud del Plan Pidal de 1845. No
obstante, en sus orígenes el instituto careció de secretaría
propia que generase documentación, porque estaba
vinculado administrativamente a la universidad. Del mismo
modo, sus profesores formaban un mismo claustro con sus
compañeros de la universidad y no constituían un cuerpo de
catedráticos separado. Por esta razón, el estudio del periodo
1845-1859 debería efectuarse conjuntamente con el de la
universidad al tratarse de la misma institución.

Por el contrario, el Reglamento de 22 de mayo de 1859
estipuló que los institutos capital de distrito universitario
fuesen establecimientos educativos independientes y
subordinados al rectorado, como ocurría con el resto de
institutos provinciales. A partir de ese momento, el instituto
de Valencia expidió y tramitó su propia documentación que,
con desigual fortuna, se ha conservado en su archivo
histórico. Por otra parte, la fecha de 1902 se justifica por las
reformas llevadas a cabo por los ministros de Instrucción
Pública García Alix y Romanones, que renovaron, en cierta
medida, el bachillerato decimonónico. Como es obvio, estas
fronteras cronológicas son siempre arbitrarias y podrían,
perfectamente, haberse ampliado para albergar un estudio
más extenso. Pero, desde nuestro punto de vista, eso
hubiese dificultado conseguir un equilibro entre el volumen
de información recopilado y su correcta exposición en
profundidad.

En este sentido, se debe tener presente que el estudio de
la documentación generada por el instituto, así como la
perteneciente a la Universidad de Valencia y a la Dirección
General de Instrucción Pública, se ha realizado con la
determinación de alcanzar un mejor conocimiento del papel
desempeñado por la enseñanza media en la constitución de



las clases medias. Al igual que autores como Fritz K. Ringer,
Detlef K. Müller, Christophe Charle, Jürgen Kocka o Pamela
M. Pilbeam,7 consideramos que la clase media no se define
por criterios externos a los grupos sociales históricos, sino
que se trata de un agregado social que se identifica
mediante un conjunto de imágenes autorreferenciales,
dotadas de un significado propio, que lo diferencia de otros
sectores sociales sin acceso al uso de esos códigos,
comportamientos o títulos académicos que permiten el
reconocimiento recíproco de los miembros internos del
grupo.

Asimismo, el presente trabajo comparte con la
Alltagsgeschichte8 la importancia de la autonomía de la
sociedad y los individuos en su vida diaria. En consecuencia,
consideramos que son las personas quienes deciden las
propias prácticas sociales que las definen como sujetos,
dentro de sus contextos semánticos de referencia, y que son
ellas mismas quienes dotan de significado sus actividades
vitales, sin estar determinados por estructuras invisibles o
aisladas de las acciones y decisiones tanto individuales
como colectivas. En un principio, asumimos que la
instrucción formalizada debe ser un componente decisivo
del estatus y nuestra intención es poder determinar su peso
y relevancia sin recurrir a apriorismos de índole ideológica
que suplan los inevitables vacíos de información empírica
que todo estudio histórico afronta.

Si bien nuestro punto de partida es la presunción de que
los títulos académicos referidos a la educación secundaria,
por su carácter más exclusivo, debían ser un elemento
definitorio del estatus social adquirido, esto no implica que
se trate de una pauta que deba seguirse necesariamente, ni
que su cumplimiento o ausencia tenga un valor
interpretativo per se. No aspiramos a validar o refutar
teorías sobre el supuesto atraso histórico de España
respecto al contexto europeo mediante la exposición sucinta



de tasas de escolarización. Tampoco pretendemos descubrir
los supuestos fallos internos en la estructura institucional y
económica que condicionaron el fracaso del Estado en el
correcto cumplimiento de unas tareas históricas que
atribuimos a las sociedades decimonónicas desde nuestro
actual presente.9

Esta investigación no está guiada por un afán de
certificar el grado de normalidad o desarrollo alcanzado por
la sociedad valenciana decimonónica respecto a otros
países. La construcción de paradigmas teleológicos
fundados en la idea de progreso o modernidad no es útil,
porque resulta inevitable el empleo de estos paradigmas
como modelos normativos que, supuestamente, se han
verificado empíricamente en la evolución económica,
política y social experimentada por países conceptualizados
como más avanzados o superiores. Sin negar la necesidad
de realizar comparaciones que destaquen las singularidades
y semejanzas con otros contextos históricos, entendemos
que estas diferencias no pueden ordenarse de forma
coherente bajo los postulados de grandes teorías holistas
como el marxismo o el funcionalismo sin sesgar, condicionar
y reducir su valor heurístico.

Por el contrario, nuestra intención es ilustrar con detalle
las dinámicas sociales producidas en torno a un
establecimiento académico: las relaciones mantenidas entre
el alumnado y sus profesores, así como su interacción con
los distintos grados de la administración o con las entidades
educativas privadas. Igualmente, esperamos poder analizar
con detalle los vínculos de este centro educativo con la
sociedad que le daba cabida: si se trataba de un espacio
neutral y aislado de los conflictos políticos y los debates de
la opinión pública o si tanto sus estudiantes como
catedráticos estaban inmersos en controversias que
discurrían en la esfera pública. El interés se dirige hacia la
instrucción formalizada como elemento visible de un estatus



que sólo puede reconocerse socialmente mediante la
atribución de significados. No importa tanto saber cuántos
bachilleres hubo en Valencia en la segunda mitad del siglo
XIX como esclarecer la relevancia pública de la enseñanza
media.

Finalmente, se debe destacar que el presente libro tiene
su origen en mi Tesis Doctoral, leída a finales del 2009.
Como es habitual cuando se editan esta clase de trabajos
de investigación, una gran cantidad de información y
capítulos han sido suprimidos para facilitar la lectura a
quienes no son especialistas en la materia. Esto ha
supuesto la pérdida de 23 gráficos y de 18 tablas, además
de los capítulos relativos a centros incorporados como el
Real Colegio de San Pablo, la Escuela Industrial de
Artesanos o los institutos locales, así como prescindir de
estudios realizados sobre cuestiones como la financiación
del sistema educativo o la transmisión de conocimientos.
Igualmente, los datos específicos recogidos en los gráficos,
así como la base de datos de alumnos realizada para
sostener el estudio prosopográfico, no se han reproducido
en el presente libro. Aquellos investigadores que tengan
especial interés en saber cómo se han efectuado algunos
cálculos matemáticos o en estudiar de primera mano la
base de datos del alumnado, encontrarán toda esta
información comprendida en los apéndices documentales de
mi tesis doctoral depositada en la biblioteca de la
Universitat de València.

Del mismo modo, es necesario advertir al lector que el
instituto oficial de Valencia compartió sede con la
universidad hasta 1868, año en que el Real Colegio de San
Pablo, internado independiente del instituto, fue incautado
por las autoridades revolucionarias y su edificio pasó a
albergar el instituto, emplazamiento que mantiene en la
actualidad. Por otra parte, con los bienes expropiados al
Real Colegio se fundó la Escuela Industrial de Artesanos,
centro gratuito de enseñanzas prácticas que estuvo a cargo



de los profesores de instituto entre 1868 y 1887. Como ya
se ha señalado, en la tesis doctoral se hizo un
pormenorizado estudio de estas dos instituciones
educativas que no ha sido posible incorporar al presente
libro. Sin embargo, espero que, a pesar de estas pequeñas
limitaciones o gracias al esfuerzo de síntesis, su lectura
resulte amena, útil e interesante.
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EL MARCO LEGAL ENTRE 1859 Y 1902

LOS ANTECEDENCES Y EL PLAN PIDAL DE 1845

La implantación de un nuevo orden político supone la
creación de un sistema de toma de decisiones diferenciado
de los modelos anteriores, así como una definición de las
competencias y responsabilidades asumidas por la
autoridad pública emergente. Si tomamos la Constitución de
1812 como la expresión más completa de la voluntad del
primer liberalismo español, es evidente que la Instrucción
Pública, descrita en los seis artículos del Título 9,1 fue
sometida a la dirección e inspección del Estado, mientras
que su diseño curricular recayó en las Cortes (artículo 370).
No obstante, esto no debe entenderse como un imperativo
histórico en pos de la construcción de un sistema nacional
de enseñanza planificado, donde la educación secundaria
ocupase un espacio con identidad propia. En realidad, en la
Constitución no hay palabra alguna que anticipe este
proyecto y, tan sólo, se limita a reglamentar la enseñanza
primaria como un servicio universal en el artículo 366. Sería
en la sesión de Cortes del 29 de octubre de 1813, cuando se
bosquejaría la institucionalización de la enseñanza media
con la lectura del «Informe para proponer los medios de
proceder al arreglo de las diversas ramas de instrucción
pública»,2 obra de Quintana. De este informe surgió un
proyecto de decreto leído el 17 de abril de 1814, semanas
antes del regreso de Fernando VII, que no llegó a ser



discutido, aunque fue mandado imprimir por las Cortes el 7
de marzo del mismo año.

Su propósito era instaurar un modelo académico
fundamentado en los niveles de primera, segunda y tercera
enseñanza como un cursus honorum que marcase los pasos
vitales y educativos que debía seguir el niño iletrado para
alcanzar la más alta cumbre de la universidad. Sin embargo,
lo más novedoso era el nacimiento de la enseñanza
secundaria como un estadio independiente. Si bien el
proyecto estaba inspirado en el informe de Condorcet, que
establecía unos criterios similares, su contenido exponía las
líneas maestras que caracterizarían y dotarían de sentido a
la enseñanza media en España. Su doble finalidad radicaba
en la preparación para los estudios superiores y en la
formación general de la persona, tal como ocurre hoy en
día. Para lograr estos objetivos, se procuraría garantizar su
máxima difusión creando «una universidad en cada capital
de provincia, creciendo por consiguiente su número cuando
se verifique la conveniente división del territorio prescrita
por la Constitución».3 En esto, seguía a Condorcet, quien
también propuso que «le nombre des instituts a été porté à
cent dix, et il en sera établi dans chaque département».4

El decreto no exponía los futuros planes de estudio de
una forma programática, sino que insistía en la importancia
que debían tener las Matemáticas y la Física, auténtico
esqueleto didáctico sobre el que pivotarían el resto de
asignaturas. Se trataba de establecer unas bases
educativas surgidas de la voluntad política de los liberales
de Cádiz, un nuevo modelo educativo que no tenía su origen
en una evolución interna de los métodos de enseñanza
pareja al progreso científico de Europa, sino en las
revoluciones liberales. Por ejemplo, en Inglaterra, sería en
los inicios de la década de 1830 cuando se propusieron por
primera vez medidas similares, aunque su discusión política
no se iniciaría hasta la constitución de la Clarendon



Commission en 1861 y sus efectos sólo se materializarían
en reformas con la promulgación de la Education Act de
1902. 5

Por su parte, el proyecto de 1814 entendía la Instrucción
Pública como el aval de los derechos y libertades
proclamados en la Constitución y, especialmente, asignaba
el papel de formador de hombres cultos y completos,
preparados para la vida pública, a la enseñanza secundaria.
Por esta razón, también se debía incluir el Derecho y la
Economía Política en los planes de estudio:
Es necesario también que aprendiendo los principios del derecho político, sepan
las reglas de cuya observancia depende el justo régimen y la felicidad de las
naciones; y que instruidos en los principios generales de esta ciencia, los
apliquen después á su patria, y estudien las leyes fundamentales que la rigen,
para ver su consonancia con los principios constitutivos de la sociedad, y mas
por convencimiento propio lo que debe respetar por obligación. Este estudio,
prescrito terminantemente por nuestra ley constitucional, debe ser seguido de
el de la economía política. (...) Siendo común en una nación el conocimiento del
modo con que se forman y se distribuyen las riquezas (...) la fuerza de la opinión
podrá dirigir al Gobierno, impedirle que se extravíe en el laberinto de los
cálculos fiscales, ó que se debe [sic] seducir por las aparentes ventajas de una
administración viciosa.6

El conocimiento de las leyes y del sistema tributario se
obtendría cursando estos nuevos estudios, que darían la
preparación necesaria para una participación activa y
positiva en la política; es decir, en la confección de las leyes
y los impuestos. Una participación no solo entendida como
la condición de elegibilidad de un ciudadano fiel pagador de
sus contribuciones, sino también como un creador y difusor
de «la fuerza de la opinión que podrá dirigir al Gobierno».
Asimismo, en plena consonancia con las experiencias vitales
de unos constituyentes inmersos en una realidad inmediata
marcada por una guerra nacional en pos de la construcción
de un Estado liberal, la segunda enseñanza debía
extenderse por todo el territorio y promover el avance de la
nación:



Debe ser bastante general y fácil de adquirirse la segunda enseñanza, que
aunque no necesaria en tanto grado como la primera, lo es sin embargo mucho
mas de lo que comúnmente se imagina, pues que abraza todos aquellos
conocimientos que preparan á los adultos para emprender con provecho
estudios más profundos, al mismo tiempo que promueven la civilización general
del Estado.7

Desafortunadamente, la derogación de la constitución por
Fernando VII truncó este proyecto de decreto, que no tuvo
tampoco continuación durante el Trienio, cuando se aprobó
un reglamento que seguía adoleciendo de la provisionalidad
impuesta por las circunstancias. No obstante, tras la muerte
del monarca, entre 1833 y 1846, el Gobierno efectuó una
centralización administrativa que culminaría en la creación
de la Dirección General de Instrucción Pública, un organismo
oficial dependiente del Ministerio de Gobernación, con
poderes ejecutivos, que concentraría la toma de decisiones
y edificaría una cadena de mando jerárquica.8 Este proceso
se produjo en paralelo a la toma de poder y consolidación
de los moderados y tuvo su cénit en el nombramiento de
Narváez como presidente del Gobierno el 4 de mayo de
1844. Una consecuencia del nuevo gabinete será el Plan
Pidal de 1845, el decreto que dotó de un marco estable y
unívoco a la enseñanza media, así como a los centros
educativos fundados de forma dispersa por el territorio
nacional. Su característica principal fue la aclaración del
organigrama institucional que debía sostener la educación
pública: la instrucción primaria recaía en los municipios, la
secundaria en las provincias y las universidades dependían
del Gobierno central. Del mismo modo, bautizaba,
definitivamente, a los establecimientos de enseñanza media
como «institutos» y creaba uno por provincia, asignándolo
para los fines curriculares a la universidad correspondiente
según los distritos universitarios. Por otra parte, establecía
una pirámide de comunicación oficial y ejecución de
ordenanzas basada en la sucesión siguiente: director de
institute → rector → director general de instrucción pública →



ministro de Gobernación. Esto facilitaba la creación de una
esfera de autoridad autónoma, pese a que no era completa,
respecto a los jefes políticos y las diputaciones provinciales.
Como es obvio, esto no impedía las interferencias políticas;
pero, como mínimo, instauraba el filtro de que el cargo de
rector debía recaer en una personalidad académica
colegiada en el Claustro, quien podía hacer gala de una
mayor independencia de criterio.

Igualmente, el Plan Pidal se decantaba por la primacía del
Estado ante la Iglesia, porque debía ser el garante de todo
el sistema educativo. Por esta razón, el sistema se
fundamentaba en la uniformidad de asignaturas, libros de
texto y métodos de evaluación, dictados por la Dirección
General de Instrucción Pública. La enseñanza privada debía
someterse a estas directrices, sus centros estar adscritos a
un instituto oficial y bajo la inspección de su director;9 pero,
ante todo, sus alumnos sólo podían ser examinados en los
establecimientos oficiales, sólo estos exámenes tenían
efectos académicos y, por lo tanto, sólo los centros públicos
podían emitir títulos académicos. Este monopolio estatal en
la instrucción perseguía la secularización de la enseñanza
media y, a grandes rasgos, cumplió con su objetivo. Los
seminarios conciliares quedaron relegados del sistema
oficial, y sus estudios carecieron de homologación alguna.

Por otro lado, la mayoría de universidades perdieron su
autonomía y fueron sometidas a la centralización
administrativa. Tales medidas hicieron merecedor a José
Pidal de calificativos como el de «anticlerical» y provocarían
años más tarde las conocidas críticas de Menéndez Pelayo a
dicho plan y a su verdadero artífice, el director general de
Instrucción Pública, Antonio Gil de Zárate.10 De hecho, en el
Plan Pidal la restricción de la libertad de enseñanza era
concebida como una medida defensiva e instrumental ante
la Iglesia por la experiencia de la pasada guerra civil.11 En
palabras del propio Gil de Zárate:



Que trasladada la soberanía á la sociedad civil, á esta sociedad corresponde solo
el dirigir la enseñanza, sin que se mezcle en ella ninguna otra sociedad,
corporacion, clase ó instituto que no tenga ni el mismo pensamiento, ni la
misma tendencia, ni los mismos intereses, ni las mismas necesidades que la
sociedad civil.
Que teniendo la sociedad eclesiástica su pensamiento propio, sus intereses, sus
necesidades y sus tendencias, que no siempre estan, ni pueden estar, acordes
con lo que exije la sociedad civil, es un contrasentido poner en sus manos la
enseñanza.
Que la sociedad civil moderna, cuando entrega la enseñanza al clero, abdica su
poder y sus derechos, y hace una cosa contraria á lo que exijen los principios,
sus necesidades é intereses; y con una imprevision funesta, prepara su ruina, ó
por lo menos, permitiendo que se formen hombres como no deben ser, abre la
puerta á choques terribles y á revoluciones sangrientas que la desquician, y
ponen tambien á la misma sociedad eclesiástica en peligro.
(...)
La cuestión, ya lo he dicho, es cuestión de poder. Trátese de quién ha de
dominar á la sociedad: el gobierno ó el clero.12

Asimismo, se pretendía vincular la segunda enseñanza
con la formación de las burocracias profesionales que
deberían dirigir el Estado. A diferencia de los liberales
gaditanos, los moderados recondujeron su voluntad de
generalizar la enseñanza media y crear hombres útiles y
activos para la nación en dos direcciones. Primero, hacia la
formación de una base social compuesta por personas
cultivadas con un bagaje de principios y opiniones
homogéneas; después, hacia la preparación de funcionarios
competentes para el Estado. No obstante, las normas que
codificarían los requisitos para el acceso a las plazas de
empleados públicos se improvisarían progresivamente,
como relataremos en el siguiente epígrafe, al tratar los
estudios especiales propios de los peritos. De igual modo, la
llegada de Bravo Murillo a la presidencia del Consejo de
Ministros el 14 de enero de 1851 iniciaría el primer asalto de
los partidarios de revertir la secularización de la enseñanza
media.

LA LEY MOYANO Y EL REGLAMENTO DE 1859



La firma del Concordato con Roma en marzo de 1851
implicaba, irremisiblemente, un cambio sustancial de
actitud en la política del Gobierno respecto a la instrucción
pública. El 20 de octubre de 1851, tan sólo tres días
después de publicarse el Real Decreto que recogía este
acuerdo, se transferían los asuntos relativos a la educación
al Ministerio de Gracia y Justicia, cartera que también
decidía sobre las cuestiones eclesiásticas. Por otra parte, el
propio Concordato reconocía en su artículo 2.° el derecho de
los obispos a «velar» por la conformidad con la doctrina
católica de los contenidos académicos impartidos en todos
los establecimientos públicos, aunque no definía claramente
su potestad sobre la materia. Sin embargo, la medida más
significativa fue la subrepticia validez oficial que se confirió
a los estudios realizados en los seminarios. En teoría, esta
convalidación se limitaba a una homologación con el título
de Bachiller en Filosofía y con el de Licenciado en Derecho
Civil, sólo para aquellas personas que quisieran seguir con
la carrera eclesiástica. Pero, como advertía J. de la Revilla
(antiguo colaborador de Gil de Zárate), esto no era más que
un impedimento simbólico y fácilmente vulnerable, porque
los 19.485 jóvenes que asistían a los seminarios en aquel
momento no podían todos consagrar su vida al
sacerdocio.13

El Bienio progresista derogaría estas reformas, y el
ministro de Fomento Alonso Martínez entendería que era
necesario elevar a rango de ley aprobada en el Parlamento
cualquier texto que pretendiese encauzar las líneas
maestras del sistema educativo, para evitar, de este modo,
las modificaciones esperables por vaivenes políticos.
Desgraciadamente, estas nobles aspiraciones, en
consonancia con todos los intentos de parlamentarizar la
acción de gobierno durante el régimen isabelino, no se
vieron coronadas con éxito. No obstante, Claudio Moyano,
miembro del gabinete de Narváez que volvió al statu quo de


